Destinatarios:

1) Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación

Formulario de contacto: https://sede.maec.gob.es/procedimientos/portada/ida/925/idp/58
Correo electrónico: informae@maec.es

Dirección postal: Plaza del Marqués de Salamanca, 8, 28006 Madrid, España

Dirección: Plaza del Marqués de Salamanca, 8, 28006 Madrid, España

2) Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes

Formulario de contacto:
 https://sede.mjusticia.gob.es/es/tramites/solicitudes-escritos
https://sede.mjusticia.gob.es/es/contacto
Correo electrónico: no disponible
Dirección postal: Calle San Bernardo, 45, 28071 Madrid, España

Dirección: Calle San Bernardo, 45, 28071 Madrid, España

3) Ministerio de Hacienda de España, Secretaría General Técnica

Formulario de contacto: https://www.hacienda.gob.es/es-ES/Paginas/EscribaalMinisterio.aspx
Correo electrónico: informacion.administrativa@hacienda.gob.es
Dirección postal: Calle de Alcalá, 5, 28014 Madrid, España

Dirección: Calle de Alcalá, 5, 28014 Madrid, España

4) Unidad de Atención y Respuesta a la Ciudadanía 

Presidencia del Gobierno de España
Formulario de contacto: https://escribealpresidente.presidencia.gob.es/escribealpresidente/es-ES
Correo electrónico: no disponible
Dirección postal: Edificio Semillas, Complejo de la Moncloa, Avenida Puerta de Hierro, s/n, 28071 Madrid, España 

Dirección: Edificio Semillas, Complejo de la Moncloa, Avenida Puerta de Hierro, s/n, 28071 Madrid, España

Solicito a cada destinatario que examine

la presente solicitud dentro del ámbito de su competencia

y que emita una respuesta motivada por escrito

Solicitante: 
Nombre completo: (INDICAR)

Fecha y lugar de nacimiento: (INDICAR)

Nacionalidad:  (INDICAR)

País y dirección de residencia:  (INDICAR)

Dirección postal:  (INDICAR)

Correo electrónico:  (INDICAR)

Teléfono:  (INDICAR)

Número de identificación (DNI/NIE/Otro): (INDICAR)

Аntepasado perjudicado:

Nombre completo: (INDICAR)

Otras variantes o grafías del nombre: (INDICAR)

Fecha o año aproximado de nacimiento: (INDICAR)

Fecha o año aproximado de fallecimiento: (INDICAR)

Lugar de residencia: (INDICAR)

 Territorio que estuvo bajo administración 
colonial española: (INDICAR)

Parentesco con el solicitante:  (INDICAR)

 Documentos que acreditan 
 el parentesco y la sucesión hereditaria: (INDICAR)

SOLICITUD
(RECLAMACIÓN – QUEJA – PETICIÓN)

sobre violaciones cometidas durante el período de administración colonial española, reconocimiento de responsabilidad y pago de indemnización
1.  Fundamentos procesales de la solicitud.

El presente documento constituye una petición individual por escrito, presentada al amparo del artículo 29 de la Constitución Española y de la Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre, reguladora del derecho de petición. El derecho a formular dicha petición corresponde a cualquier persona natural o jurídica, prescindiendo de su nacionalidad. La petición se dirige a los poderes públicos y a las instituciones públicas en asuntos comprendidos dentro de su ámbito de competencia.
Mediante la presente petición, el solicitante requiere de cada destinatario que, en el ámbito de sus respectivas competencias, examine los hechos expuestos, lleve a cabo las verificaciones pertinentes y recabe la documentación necesaria, se pronuncie de manera motivada sobre la responsabilidad del Estado, el reconocimiento de las violaciones cometidas, la restitución, la indemnización y cualesquiera otras medidas reparadoras que procedan, y comunique al interesado el resultado de su tramitación.

La presente petición se tramitará con arreglo a lo dispuesto en la Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre, reguladora del Derecho de Petición. La recepción de la petición deberá ser acusada en el plazo de diez días. En caso de que adoleciera de defectos subsanables, se concederá al solicitante la oportunidad de corregirlos o de aportar la información necesaria. La declaración de inadmisibilidad de la petición deberá ser motivada. Si la satisfacción de las pretensiones formuladas debiera canalizarse a través de un procedimiento específico distinto, ya sea de naturaleza administrativa, parlamentaria o judicial, se ruega se indique el procedimiento aplicable y el órgano competente.
Si el destinatario no fuera competente para conocer de la petición, se ruega la remita al órgano estatal competente y lo notifique al solicitante. La denominación incorrecta del documento o la inexacta calificación jurídica de las pretensiones en él contenidas no deberán obstar a la tramitación de su contenido real. Respecto de la petición admitida a trámite, se solicita se emita respuesta por escrito en la que se indique el modo en que ha sido examinada y las razones de la posición adoptada.
2. Violaciones de derechos y circunstancias fácticas
Mis antepasados, mencionados en la parte expositiva de la presente petición, sufrieron durante el período de administración colonial española a causa de acciones u omisiones de los órganos del Estado, de la administración colonial, de militares, de funcionarios, de empresas o de otras organizaciones que actuaron con el apoyo o bajo el control de España.

(INDICAR LAS VIOLACIONES: fecha o período aproximado de los hechos, lugar, actuaciones concretas de órganos, funcionarios, unidades militares o empresas, naturaleza del daño causado, bienes, tierras o valores que fueron sustraídos o destruidos, consecuencias para la vida, salud, libertad, familia y situación patrimonial del antepasado; fuentes de información y pruebas disponibles. La violación pudo consistir, en particular, en privación de la vida, lesiones corporales, tratos crueles, privación de libertad, incluida la esclavitud, trabajo forzoso, desplazamiento, expulsión de la tierra, destrucción de la vivienda, expropiación de tierras, ganado, dinero, bienes familiares o culturales, privación de medios de subsistencia, trato discriminatorio u otras violaciones de derechos humanos).

3. Fundamentos de Derecho material
La calificación jurídica definitiva dependerá de los hechos que resulten acreditados, del status jurídico del territorio correspondiente durante el período de los acontecimientos, de la legislación entonces vigente, del carácter de la participación de los órganos estatales y coloniales españoles, de la existencia de consecuencias que persistan en la actualidad, así como de la resolución de las cuestiones relativas a la imputación de los actos al Estado, la sucesión de Estados, la jurisdicción, la sucesión hereditaria y los plazos de prescripción.
En el marco del ordenamiento jurídico español, se solicita que se examine la aplicabilidad de los artículos 10.1, 14, 15, 24, 33 y 106.2 de la Constitución Española, relativos a la dignidad de la persona, la igualdad, el derecho a la vida y a la integridad física, la tutela judicial efectiva, la propiedad y la herencia, así como la responsabilidad de la Administración Pública por los daños causados por el funcionamiento de los servicios públicos. En cuanto a la posible responsabilidad de la Administración pública actual, se solicita asimismo que se examinen las disposiciones de los artículos 32 a 37 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. La aplicabilidad de este régimen vigente a los hechos históricos y a sus consecuencias persistentes deberá ser determinada de forma separada, atendiendo a las reglas de la sucesión de leyes en el tiempo.
Asimismo, se solicita que se examine la aplicabilidad de las disposiciones del Código Civil, incluido su artículo 1902, relativo a la obligación de reparar el daño causado por acción u omisión culposa; el artículo 348, sobre la protección del derecho de propiedad y la acción del propietario para reivindicar la cosa de quien la posea o tenga; los artículos 657 y siguientes, relativos a la sucesión hereditaria; los artículos 1895 y siguientes, sobre el cobro de lo indebido; las normas generales sobre indemnización de daños y perjuicios patrimoniales y morales, así como los artículos 1961 y siguientes, en materia de prescripción. Deberá examinarse separadamente la posible aplicación de la doctrina del enriquecimiento sin causa, reconocida por la jurisprudencia española, en el supuesto de que el Estado o las entidades vinculadas a él hayan conservado bienes o una ventaja económica sin causa suficiente.
En la parte de Derecho internacional, se solicita que se evalúe la aplicabilidad de los principios generales de responsabilidad del Estado y de reparación integral del daño, que incluyen, entre otras formas, la restitución, la indemnización, la rehabilitación, el reconocimiento de la violación, la provisión de una protección jurídica efectiva y las garantías de no repetición.
Se solicita que se tenga en cuenta que la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante su Resolución A/RES/S-VI/3201, de 1 de mayo de 1974, adoptó la Declaración sobre el establecimiento de un nuevo orden económico internacional, de conformidad con la cual:
– Párrafo 4.f): El derecho de todos los Estados, territorios y pueblos sometidos a la ocupación extranjera, a la dominación foránea o colonial o el apartheid a la restitución de sus recursos naturales y a la total indemnización por la explotación, el agotamiento y el deterioro de sus recursos naturales y todos los demás recursos de esos Estados, territorios y pueblos;
Mediante su Resolución A/RES/61/295, de 13 de septiembre de 2007, la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, de conformidad con la cual:
– Artículo 20, párrafo 2: Los pueblos indígenas desposeídos de sus medios de subsistencia y desarrollo tienen derecho a una reparación justa y equitativa.
 Artículo 28: 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la reparación, por medios que pueden incluir la restitución o, cuando ello no sea posible, una indemnización justa y equitativa por las tierras, los territorios y los recursos que tradicionalmente hayan poseído u ocupado o utilizado y que hayan sido confiscados, tomados, ocupados, utilizados o dañados sin su consentimiento libre, previo e informado. 
2. Salvo que los pueblos interesados hayan convenido libremente en otra cosa, la indemnización consistirá en tierras, territorios y recursos de igual calidad, extensión y condición jurídica o en una indemnización monetaria u otra reparación adecuada. 
Mediante su Resolución A/RES/56/83, de 28 de enero de 2002, la Asamblea General de las Naciones Unidas estableció la «Responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos» .

– Artículo 1: Todo hecho internacionalmente ilícito del Estado genera su responsabilidad internacional.

– Artículo 31: 1. El Estado responsable está obligado a reparar íntegramente el perjuicio causado por el hecho internacionalmente ilícito.

2. El perjuicio comprende todo daño, tanto material como moral, causado por el hecho internacionalmente ilícito del Estado.
–Artículo 34 (Formas de reparación)
La reparación íntegra del perjuicio causado por el hecho internacionalmente ilícito adoptará la forma de restitución, de indemnización y de satisfacción, ya sea de manera única o combinada, de conformidad con las disposiciones del presente capítulo.

–Artículo 35 (Restitución):
El Estado responsable del hecho internacionalmente ilícito está obligado a practicar la restitución, es decir, a restablecer la situación que existía antes de la comisión del hecho ilícito, siempre que y en la medida en que la restitución:
a) no sea materialmente imposible;
b) no entrañe una carga totalmente desproporcionada con relación al beneficio que derivaría de la restitución en vez de la indemnización.
– Artículo 36 (Indemnización):
1. El Estado responsable de un hecho internacionalmente ilícito está obligado a indemnizar el daño causado por ese hecho en la medida en que dicho daño no sea reparado por la restitución.
2. La indemnización cubrirá todo daño susceptible de evaluación financiera, incluido el lucro cesante en la medida en que éste sea comprobado.
– Artículo 37 (Satisfacción):
1. El Estado responsable de un hecho internacionalmente ilícito está obligado a dar satisfacción por el perjuicio causado por ese hecho en la medida en que dicho perjuicio no pueda ser reparado mediante restitución o indemnización. 
2.  La satisfacción puede consistir en un reconocimiento de la violación,  una expresión de pesar, una disculpa formal o cualquier otra modalidad adecuada.
3. La satisfacción no será desproporcionada con relación con al perjuicio y no podrá adoptar una forma humillante para el Estado responsable.
– Artículo 38 (Intereses):
1. Se debe pagar intereses sobre toda suma principal adeudada en virtud del presente capítulo, en la medida necesaria para asegurar la reparación íntegra. La tasa de interés y el modo de cálculo se fijarán de manera que se alcance ese resultado.
2. Los intereses se devengarán desde la fecha en que debería haberse pagado la suma principal hasta la fecha en que se haya cumplido la obligación de pago.
– Artículo 39 (Contribución al perjuicio)
Para determinar la reparación se tendrá en cuenta la contribución al perjuicio resultante de la acción o la omisión, intencional o negligente, del Estado lesionado o de toda persona o entidad en relación con la cual se exija la reparación.
Resolución 60/147, de 16 de diciembre de 2005, de la Asamblea General de las Naciones Unidas, por la que se aprueban los «Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones»
15. Una reparación adecuada, efectiva y rápida tiene por finalidad promover la justicia, remediando las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o las violaciones graves del derecho internacional humanitario. La reparación ha de ser proporcional a la gravedad de las violaciones y al daño sufrido. Conforme a su derecho interno y a sus obligaciones jurídicas internacionales, los Estados concederán reparación a las víctimas por las acciones u omisiones que puedan atribuirse al Estado y constituyan violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o violaciones graves del derecho internacional humanitario. Cuando se determine que una persona física o jurídica u otra entidad está obligada a dar reparación a una víctima, la parte responsable deberá conceder reparación a la víctima o indemnizar al Estado si éste hubiera ya dado reparación a la víctima.
16. Los Estados han de procurar establecer programas nacionales de reparación y otra asistencia a las víctimas cuando el responsable de los daños sufridos no pueda o no quiera cumplir sus obligaciones.

17. Los Estados ejecutarán, con respecto a las reclamaciones de las víctimas, las sentencias de sus tribunales que impongan reparaciones a las personas o entidades responsables de los daños sufridos, y procurarán ejecutar las sentencias extranjeras válidas que impongan reparaciones con arreglo al derecho interno y a las obligaciones jurídicas internacionales. Con ese fin, los Estados deben establecer en su derecho interno mecanismos eficaces para la ejecución de las sentencias que obliguen a reparar daños.

18. Conforme al derecho interno y al derecho internacional, y teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso, se debería dar a las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la violación y a las circunstancias de cada caso, una reparación plena y efectiva, según se indica en los principios 19 a 23, en las formas siguientes: restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición.

19. La restitución, siempre que sea posible, ha de devolver a la víctima a la situación anterior a la violación manifiesta de las normas internacionales de derechos humanos o la violación grave del derecho internacional humanitario. La restitución comprende, según corresponda, el restablecimiento de la libertad, el disfrute de los derechos humanos, la identidad, la vida familiar y la ciudadanía, el regreso a su lugar de residencia, la reintegración en su empleo y la devolución de sus bienes.

20. La indemnización ha de concederse, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la violación y a las circunstancias de cada caso, por todos los perjuicios económicamente evaluables que sean consecuencia de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o de violaciones graves del derecho internacional humanitario, tales como los siguientes:
а) El daño físico o mental;
b) La pérdida de oportunidades, en particular las de empleo, educación y 
prestaciones sociales;

с) Los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante;
d) Los perjuicios morales; 
е) Los gastos de asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y servicios médicos y servicios psicológicos y sociales.
21. La rehabilitación ha de incluir la atención médica y psicológica, así como servicios jurídicos y sociales.
22. La satisfacción ha de incluir, cuando sea pertinente y procedente, la totalidad o parte de las medidas siguientes:
а) Medidas eficaces para conseguir que no continúen las violaciones;
b) La verificación de los hechos y la revelación pública y completa de la verdad, en la medida en que esa revelación no provoque más daños o amenace la seguridad y los intereses de la víctima, de sus familiares, de los testigos o de personas que han intervenido para ayudar a la víctima o impedir que se produzcan nuevas violaciones;
с) La búsqueda de las personas desaparecidas, de las identidades de los niños secuestrados y de los cadáveres de las personas asesinadas, y la ayuda para recuperarlos, identificarlos y volver a inhumarlos según el deseo explícito o presunto de la víctima o las prácticas culturales de su familia y comunidad;
d) Una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, la reputación y los derechos de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella;
е) Una disculpa pública que incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación de responsabilidades;
f) La aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los responsables de las violaciones;
g) Conmemoraciones y homenajes a las víctimas;
h) La inclusión de una exposición precisa de las violaciones ocurridas en la enseñanza de las normas internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario, así como en el material didáctico a todos los niveles.
23. Las garantías de no repetición han de incluir, según proceda, la totalidad o parte de las medidas siguientes, que también contribuirán a la prevención:
а) El ejercicio de un control efectivo por las autoridades civiles sobre las fuerzas armadas y de seguridad;
b) La garantía de que todos los procedimientos civiles y militares se ajustan a las normas internacionales relativas a las garantías procesales, la equidad y la imparcialidad;
с) El fortalecimiento de la independencia del poder judicial;
d) La protección de los profesionales del derecho, la salud y la asistencia sanitaria, la información y otros sectores conexos, así como de los defensores de los derechos humanos;
е) La educación, de modo prioritario y permanente, de todos los sectores de la sociedad respecto de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario y la capacitación en esta materia de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como de las fuerzas armadas y de seguridad;
f) La promoción de la observancia de los códigos de conducta y de las normas éticas, en particular las normas internacionales, por los funcionarios públicos, inclusive el personal de las fuerzas de seguridad, los establecimientos penitenciarios, los medios de información, el personal de servicios médicos, psicológicos, sociales y de las fuerzas armadas, además del personal de empresas comerciales;
g) La promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar y resolver los conflictos sociales;
h) La revisión y reforma de las leyes que contribuyan a las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y a las violaciones graves del derecho humanitario o las permitan.
Mediante su Resolución A/RES/80/250, de 25 de marzo de 2026, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la «Declaración sobre la Calificación de la Trata de Africanos Esclavizados y la Esclavitud Racializada de Africanos como el Crimen de Lesa Humanidad más Grave», en particular:
2. Declara que la trata de africanos esclavizados y la esclavitud racializada de africanos constituyen el crimen de lesa humanidad más grave;

4. Reconoce que la trata de africanos y la esclavitud racializada de africanos constituyen violaciones del ius cogens;
6. Afirma la importancia de remediar los agravios históricos que afectan a los africanos y a las personas afrodescendientes de una manera que promueva la justicia, los derechos humanos, la dignidad y la sanación, y pone de relieve que las reclamaciones de reparación constituyen una medida concreta para reparar los agravios históricos cometidos contra los africanos y las personas afrodescendientes;

8. Exhorta a los Estados Miembros, tanto a título individual como colectivo, a entablar un diálogo inclusivo y de buena fe en materia de justicia reparadora, que incluya una disculpa plena y formal, medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción, garantías de no repetición y modificaciones de leyes, programas y servicios para combatir el racismo y la discriminación sistémica;

9. Pide la restitución inmediata, sin trabas y sin costo alguno de los bienes culturales, objetos de arte, monumentos, piezas de museo, artefactos, manuscritos y documentos, así como de los archivos nacionales que tengan valor espiritual, histórico y cultural o de otro tipo para los países de origen, e insta a que se refuerce la cooperación internacional en materia de reparación por los daños causados, reconociendo que ello contribuye a la promoción de la cultura nacional y al disfrute de los derechos culturales por parte de las generaciones presentes y futuras;
10. Alienta a los Estados Miembros a que apoyen iniciativas destinadas al establecimiento de una justicia reparadora y al desarrollo sostenible de los pueblos afectados, en particular considerando la posibilidad de contribuir a los programas relacionados con las reparaciones puestos en marcha por las organizaciones regionales pertinentes;
13. Invita a la Unión Africana, a la Comunidad del Caribe, a la Organización de los Estados Americanos y a otras organizaciones regionales y subregionales pertinentes a colaborar con los Estados Miembros y las entidades de las Naciones Unidas en la elaboración de marcos para el diálogo, la cooperación y la acción en materia de justicia reparadora y reconciliación;
15. Solicita al Secretario General que en su octogésimo segundo período de sesiones le presente un informe sobre las medidas adoptadas por los Estados para aplicar la presente resolución, así como sobre los avances logrados en materia de conmemoración, educación y diálogo sobre la justicia reparadora;
4. Pretensiones del solicitante
En virtud de lo expuesto, el solicitante formula las siguientes peticiones:
1. Que se registre la solicitud, se acuse recibo de la misma y se comunique el número de entrada, la fecha de registro y la denominación de la unidad responsable o del órgano instructor;
2. Que se examinen los hechos expuestos en el ámbito de las respectivas competencias de cada destinatario, se lleven a cabo las verificaciones interdepartamentales y documentales necesarias y, en su caso, se remitan las cuestiones no competenciales a los órganos correspondientes, con notificación al solicitante;
3. Que se determinen los hechos, la participación de los órganos españoles y la existencia de responsabilidad del Estado;
4. Que se reconozca oficialmente y por escrito la violación de los derechos y se ofrezcan disculpas oficiales por escrito al solicitante;
5. Que se restablezcan los derechos vulnerados mediante el siguiente modo: (INDICAR: indemnización o restitución).
Se solicita que, a la vista del resultado de la tramitación, se remita al solicitante una respuesta motivada por escrito, preferentemente a su dirección de correo electrónico y, únicamente en caso de que ello no sea posible (extremo que se ruega comunicar por teléfono o correo electrónico), a su dirección postal.
 En cuanto al fondo de la petición admitida a trámite, se solicita que se emita la contestación y se notifique debidamente al solicitante dentro del plazo legalmente establecido, que no podrá exceder de tres meses contados desde la fecha de su presentación.
5. Anexos
1. Documento de identificación;

2. Otros documentos (INDICAR)…

Lugar de otorgamiento: (INDICAR)

Fecha: (INDICAR)

Nombre completo: (INDICAR)

Firma: (INDICAR)
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